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JUZGADO CIVIL MUNICIPAL 

Madrid –Cundinamarca tres (03) de febrero dos mil 
veintitrés (2023 

 

Proceso: 254304003001- 

2022-1381 
00 

Previo a darle trámite, a la excepción presentada en 

las condiciones del art 443 del Código General del Proceso, XIOMARA 

RAMIREZ LEON, acredite ser abogado titulado, o estudiante adscrito a 

consultorio jurídico, para litigar en causa ajena, porque, A partir de la 

interpretación del artículo 229 de la Constitución Política, la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional ha resaltado que el acceso a 

la administración de justicia, por voluntad del constituyente, debe 

hacerse por regla general a través de un abogado inscrito, sin perjuicio 

de los supuestos en que el legislador determine que la intervención de 

éste no es necesaria. Así se desprende de lo expresado por el texto 

constitucional conforme al cual: “Se garantiza el derecho de toda 

persona para acceder a la administración de justicia. La ley indicará 

en qué casos podrá hacerlo sin la representación de abogado.” 

 
En estas condiciones, es claro que por fuera de las 

excepciones dispuestas por el propio texto constitucional –como son las 

acciones de tutela, populares y públicas de inconstitucionalidad-, 
corresponde al legislador definir, dentro de la amplia potestad de 
configuración normativa con la que cuenta, en qué casos la intervención 
en un proceso judicial puede hacerse sin la necesidad de un abogado. 

 
Por su parte, el artículo 25 del Decreto 196 de 1971, 

declarado exequible en la sentencia C-069 de 1996, reitera la regla 
general prevista en el artículo 229 superior indicando que “Nadie podrá 
litigar en causa propia o ajena si no es abogado inscrito, sin perjuicio 
de las excepciones consagradas en este Decreto. La violación de este 
precepto no es causal de nulidad de lo actuado, pero quienes lo 
infrinjan estarán sujetos a las sanciones señaladas para el ejercicio 

ilegal de la abogacía.” 
  
Al referirse al tema de las excepciones, la Corte ha 

advertido que el Legislador debe hacerlo asegurando que éstas resulten 
razonables y proporcionadas. Sobre este particular se precisó que:“La 
razonabilidad de las excepciones depende, entre otros factores, de la 

complejidad técnica y de la importancia del procedimiento o actuación 
de que se trate, de la posibilidad de contar con abogados para que se 
surtan tales actuaciones, y por supuesto, del valor constitucional de los 
derechos e intereses que el defensor o el apoderado deban representar 
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Así, pues, el artículo 28 del Decreto 196 de 1971 se 
ocupa de establecer algunos de los supuestos en los que, por excepción 
a la regla general, se puede litigar en causa propia sin ser abogado 

inscrito. De acuerdo con esta norma, la primera de las hipótesis 
corresponde a la del ejercicio del derecho de petición y de las acciones 
públicas consagradas por la Constitución y las leyes -entre ellas la 
acción de tutela, la acción pública de inconstitucionalidad, las acciones 
populares, la de destrucción de obra que amenaza ruina, la remoción 
de tutores y curadores-. Sobre esta disposición no sobra advertir que en 

lo que toca con las acciones públicas no cabe entender que la 
intervención sin la representación de un abogado se hace “en causa 
propia” pues la pretensión no está dirigida a satisfacer el interés 
individual de quien la promueve, sin perjuicio de que ese sea un 
resultado mediato. 

 

Siguiendo la norma referida, también se puede litigar 
en causa propia en los procesos de mínima cuantía, en las diligencias 
administrativas de conciliación, en los procesos de única instancia, en 
materia laboral. Del mismo modo, en consideración de la forma súbita 
como se realizan algunas actuaciones en el proceso civil, el legislador 
ha previsto la excepción en los actos de oposición en diligencias 

judiciales o administrativas, tales como secuestros, entrega o 
seguridad de bienes, posesión de minas y otros análogos, con la 
salvedad consistente en que la actuación judicial posterior a que dé 
lugar la oposición formulada en la diligencia deberá se patrocinada por 
abogado inscrito, si así lo exige la ley. 
 

El litigante, Acredite el cumplimiento del inciso 5º del 
artículo sexto de la ley 2213 de 2022, y numeral 14 del art 78 del 
Código General del Proceso relacionado con el envió coetáneo del 
memorial que precede, a su contraparte, junto a sus anexos. 

 
NOTIFIQUESE 

 
JOSE EUSEBIO VARGAS BECERRA  

JUEZ 
 

 
 

 

JUZGADO CIVIL MUNICIPAL 

SECRETARIA. 
El auto anterior se notificó por anotación en 
estado número 019 hoy 06-02-2023 

El secretario,  
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